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d) Las ofensas verbales o físicas al empresario o a las personas que
trabajan en la empresa o a los familiares que convivan con ellos.

e) La transgresión de la buena fe contractual, así como el abuso de
confianza en el desempeño del trabajo, considerándose como tales el fraude
o la deslealtad en las gestiones encomendadas; el hurto o robo, tanto a
sus compañeros de trabajo como a la empresa o a cualquier persona,
realizado dentro de las dependencias o vehículos de la misma, o en cual-
quier lugar si es en acto de servicio.

f) La disminución continuada y voluntaria en el rendimiento del tra-
bajo normal.

g) La embriaguez habitual o toxicomanía si repercuten negativamente
en el trabajo.

h) El abandono del trabajo, aunque sea por breve tiempo, si fuera
causa de accidente.

i) La reincidencia en faltas graves, aunque sean de distinta naturaleza,
siempre que se cometan dentro de un trimestre y hayan sido sancionadas;
y cualquier otra de naturaleza análoga a las precedentes.

D) Sanciones:

Las sanciones que podrán imponerse por la comisión de faltas dis-
ciplinarias serán las siguientes:

a) Por faltas leves: Amonestación verbal o por escrito.

b) Por faltas graves: Suspensión de empleo y sueldo de 1 a 14 días.

c) Por faltas muy graves: Suspensión de empleo y sueldo de 15
a 45 días; despido disciplinario.

E) Procedimiento:

En cuanto al procedimiento legal para la imposición y resolución de
las sanciones graves y muy graves establecidas en el presente Convenio,
se estará a lo dispuesto en la Ley General Laboral, no obstante se establece
que con carácter previo a la imposición de cualquier sanción, la empresa
está obligada a otorgar al trabajador un plazo de siete días para formular
alegaciones en su defensa frente a la propuesta de sanción, el cual empezará
a computarse desde el mismo momento de notificación de la propuesta
de sanción. La empresa resolverá en un igual plazo de siete días haciendo
firme la propuesta de sanción notificada, y dicha resolución se entenderá
a los efectos legales como carta de sanción o como sobreseimiento.

En los demás casos, y en los que afecten a representantes sindicales
o delegados de personal o miembros del Comité de Empresa, se estará
a lo dispuesto en la Ley, sin que sea obligatorio instar otro expediente
que el que viene regulado en la normativa con carácter contradictorio
y como garantía específica de los representantes de los trabajadores.

Artículo 26.

Como garantía para la seguridad personal y familiar de las trabajadoras
de esta empresa, en el supuesto de que fueran víctimas de maltrato familiar
o violencia doméstica, se establece su derecho a solicitar excedencia con
reserva de su puesto de trabajo durante el período en que por dicha causa
se prolongue el proceso legal.

ANEXO 1

Tabla salarial 2002

Categoría

Salario
base

—
Euros

Plus
Convenio

—
Euros

Plus
Distancia

y Comedor
—

Euros

Plus
transportes

—
Euros

Deter.
ropa

—
Euros

Jefe Admon. . . . . . . . . . . . . . 886,60 229,87 131,35 45,03 270,41
Jefe Área . . . . . . . . . . . . . . . . . 788,08 229,87 131,35 44,18 270,41
Oficial 1.o Adm. . . . . . . . . . 656,74 229,87 131,35 43,04 270,41
Aux. Adm. . . . . . . . . . . . . . . . 656,74 229,87 131,35 43,04 270,41
Conductor . . . . . . . . . . . . . . . 656,74 229,87 131,35 43,04 270,41
Oficial 1.o taller . . . . . . . . . 656,74 229,87 131,35 43,04 270,41
Oficial 3.o taller . . . . . . . . . 656,74 229,87 131,35 43,04 270,41
Peón . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 623,90 229,87 131,35 42,76 270,41
Guarda . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 623,90 229,87 131,35 42,76 270,41

11469 ORDEN TAS/1410/2002, de 3 de mayo, por la que registra

la Fundación Elipabi como de cooperación para el desarro-

llo, y dispone su inscripción en el Registro de Fundaciones

Asistenciales.

Por Orden ministerial se clasifica y registra la Fundación Elipabi.
Vista la escritura de constitución de la Fundación Elipabi, instituida

en Madrid.

Antecedentes de hecho

Primero.—Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción
de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La Fundación fue constituida mediante escritura pública,
otorgada ante el Notario de Madrid, don Carlos Ruiz-Rivas Hernando, el
27 de diciembre de 2001, con el número 3.526 de su protocolo, por don
Iban Bueso-Inchausti Inchausti, doña María Almudena García Egea, don
Francisco Javier Daniel Cano Revilla y doña María Auxiliadora Méndez
Muñoz.

Tercero.—La dotación inicial de la Fundación es de treinta mil cincuenta
euros con sesenta y un céntimos (30.050,61), cantidad que ha sido aportada
por los fundadores y depositada en una entidad bancaria a nombre de
la Fundación.

Cuarto.—El Patronato de la Fundación esta constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidenta: Doña María Almudena García Egea.
Vicepresidenta: Doña María Auxiliadora Méndez Muñoz.
Secretario: Don Francisco Javier Daniel Cano Revilla.
Vocal: Don Iban Bueso-Inchausti Inchausti.

Asimismo, se delegan, en los Patronos antes citados, todas las facultades
que les confieren los Estatutos de la Fundación, salvo las indelegables,
para que las ejerciten mancomunadamente dos cualesquiera de ellos.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de
los Estatutos, radica en la calle Marqués de Urquijo, número 6, 2.o piso,
letra C, 28008 Madrid.

Sexto.—El objeto de la Fundación queda determinado en el párrafo
primero del artículo 6 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La Fundación tendrá por objeto la colaboración en proyectos huma-
nitarios de cooperación para el desarrollo, principalmente sanitarios y
sociales, efectuados, inicialmente, en India, con independencia de que pue-
dan extenderse a otros países del Tercer Mundo».

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente
el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano
de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-
supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española; la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;
los Reales Decretos 316/1996, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de marzo;
758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1888/1996, de 2 de
agosto, 140/1997, de 31 de enero, 2288/1998, de 23 de febrero, y 692/2000,
de 12 de mayo.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno
sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas de com-
petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de
la Ley 30/1994, 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación,
con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, y con el Real Decreto 557/2000,
de 27 de abril, de Reestructuración de Departamentos Ministeriales (ar-
tículo 6), con el Real Decreto 839/1996, de 10 de mayo, por el que se
establece la estructura orgánica básica, entre otros, del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real Decreto 1888/1996,
de 2 de agosto, modificado por los Reales Decretos 140/1997, de 31 de
enero, 2288/1998, de 23 de febrero y 692/2000, de 12 de mayo, por el
que se determina la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden ministerial de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del
ejercicio de competencias en los órganos administrativos del Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida
por la Orden ministerial de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado»
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del 27) y modificada por Orden de 15 de marzo de 2001 («Boletín Oficial
del Estado» del 29), dispone la delegación del ejercicio de las competencias,
relativos al Protectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en
la Secretaria General de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo), el ejercicio del Protectorado de las fundaciones cuyos fines se
vinculen más directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal; apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del Título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General; en
su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la fundación y elaborar el
informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fundaciones,
con relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8, 9 y 10 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de competencia
estatal; aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial
del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37 de la Ley
30/1994, de 24 de noviembre; en su artículo 3, establece que se inscribirán
en el Registro, entre otros actos, la constitución de la fundación, el nom-
bramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por cualquier causa,
de los miembros del patronato y otros órganos creados por los Estatutos,
y las delegaciones y apoderamientos generales concedidos por el patronato
y la extinción de estos cargos. Asimismo, la disposición transitoria única
del citado Real Decreto 384/1996, establece que, en tanto no entre en
funcionamiento el Registro de Fundaciones de competencia estatal, sub-
sistirán los Registros actualmente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general, conforme al
artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar a la Fundación Elipabi, instituida en Madrid, cuyos
fines de interés general son predominantemente de cooperación para el
desarrollo.

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.230.

Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, su aceptación de cargo y la delegación de
facultades, relacionados en el antecedente de hecho cuarto de la presente
Orden.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 3 de mayo de 2002.—P. D. (Orden 15 de marzo de 2001), la
Secretaria general de Asuntos Sociales, María Concepción Dancausa Tre-
viño.

11470 ORDEN TAS/1411/2002, de 3 de mayo, por la que registra

la Fundación «Enter» como de asistencia social, y dispone

su inscripción en el Registro de Fundaciones Asistenciales.

Por Orden se clasifica y registra la Fundación «Enter».
Vista la escritura de constitución de la Fundación «Enter», instituida

en Madrid.

Antecedentes de hecho

Primero.—Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción
de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La Fundación fue constituida mediante escritura pública,
otorgada ante el Notario de Madrid, don Enrique Franch Valverde, el 22
de febrero de 2002, con el número 671 de su protocolo, por doña Janine
Ronsmans Quinif, don Alberto Soteres González y don Dionisio Uría Rons-
mans.

Tercero.—La dotación inicial de la Fundación es de seis mil diez euros,
cantidad que ha sido aportada por los fundadores y depositada en una
entidad bancaria a nombre de la Fundación.

Cuarto.—El Patronato de la Fundación esta constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidenta: Doña Janine Ronsmans Quinif.
Vicepresidente: Don Dionisio Uría Ronsmans.
Secretario: Don Alberto Soteres González.

Asimismo, mediante escritura otorgada ante el Notario de Madrid, don
Enrique Franch Valverde, el 13 de marzo de 2002, con el número 911
de su protocolo, se eleva a público el acuerdo de delegar en los Patronos
doña Janine Ronsmans Quinif y don Alberto Soteres González, las facul-
tades que se contienen en la certificación incorporada a la escritura, que
deberán ejercer de forma mancomunada.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de
los Estatutos, radica en la calle Mayor, número 49, 2.o piso, despacho
número 1, de Madrid.

Sexto.—El objeto de la Fundación queda determinado en el artículo
6 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La Fundación tienen por objeto la prestación de servicios y la rea-
lización de actividades que promuevan la integración social, laboral y cul-
tural de la población inmigrante en España, y en particular, de la población
inmigrante menor de edad.»

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente
el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano
de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-
supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;
los Reales Decretos 316/96, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de marzo;
758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1.888/1996, de 2 de
agosto, 140/1997, de 31 de enero, 2.288/1998, de 23 de febrero y 692/2000,
de 12 de mayo.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno
sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas de com-
petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de
la Ley 30/1994, 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación,
con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, y con el Real Decreto 557/2000,
de 27 de abril, de Reestructuración de Departamentos Ministeriales (ar-
tículo 6), con el Real Decreto 839/1996, de 10 de mayo, por el que se
establece la estructura orgánica básica, entre otros, del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real Decreto 1888/1996,
de 2 de agosto, modificado por los Reales Decretos 140/1997, de 31 de
enero, 2288/1998, de 23 de febrero y 692/2000, de 12 de mayo, por el
que se determina la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales (artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del día 27), corregida por
la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del día 27)
y modificada por Orden de 15 de marzo de 2001 («Boletín Oficial del
Estado» del día 29), dispone la delegación del ejercicio de las competencias,
relativos al Protectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en
la Secretaria General de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo), el ejercicio del Protectorado de las fundaciones cuyos fines se
vinculen mas directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal, apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General; en
su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la fundación y elaborar el
informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fundaciones,
con relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8.o, 9.o y 10.o de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.


